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Sumilla:  "(…) el inicio del presente procedimiento administrativo 
sancionador cumplió con todos los requisitos de validez, 
incluyendo la explicación de las razones que, a nivel de 
indicios, determinaron la decisión del Tribunal, 
respetándose el principio del debido procedimiento 
regulado en el TUO de la LPAG. En virtud de ello, 
corresponde desestimar los cuestionamientos formulados 
por el Impugnante, en este extremo, más aún si exigir 
mayores detalles o precisiones excede lo requerido en el 
artículo 260 del reglamento, imponiendo una carga excesiva 
a la administración que el cuerpo legal antes citado no 
exige”. 

 

   Lima, 24 de febrero de 2021 
 

 VISTO en sesión del 24 de febrero de 2021, de la Cuarta Sala del Tribunal de 
Contrataciones del Estado, el Expediente N° 1609-2018.TCE, sobre el recurso de 
reconsideración interpuesto por la Universidad San Ignacio de Loyola S.A., contra la N° 
0272-2021-TCE-S4 del 28 de enero de 2021; y atendiendo a los siguientes: 

 
I. ANTECEDENTES: 
 
1. Mediante Resolución N° 0272-2021-TCE-S4 del 28 de enero de 2021, la Cuarta Sala 

del Tribunal de Contrataciones del Estado, dispuso sancionar a la UNIVERSIDAD 
SAN IGNACIO DE LOYOLA S.A., por un periodo de treinta y seis (36) meses de 
inhabilitación temporal en su derecho de participar en procedimientos de 
selección y contratar con el Estado, por su responsabilidad al haber presentado 
documentación falsa, como parte de su oferta, en el marco del Concurso Público 
N° 0008-2016-SUNAT/8B1200 - Primera Convocatoria, para la contratación del 
“Servicio de capacitación en líneas de servicios y transversales”, convocada por la  
Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria - SUNAT; 
infracción administrativa tipificada en el literal i) del numeral 50.1 del artículo 50 
de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante la Ley N° 30225. 
 
Los principales fundamentos de la referida resolución fueron los siguientes: 
 

• Sobre los cuestionamientos a la imputación de cargos, se precisó que la 
Cédula de Notificación N° 37812/2020.TCE, fue debidamente diligenciada el 
8 de octubre de 2020, y en ella se comunicó al Contratista el Decreto del 24 
de setiembre del mismo año, el cual dispuso el inicio del procedimiento 
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administrativo sancionador en su contra, precisándose las infracciones 
imputadas en virtud de la presentación de la Constancia del 6 de agosto de 
2014. 
 

• En principio, se verificó que la Constancia del 6 de agosto de 2014 
presuntamente emitida por la Universidad del Pacífico [a través del señor 
Miguel Ricardo Bravo Gerente de la mencionada institución], a favor del 
profesor Manuel Fabian Oyarse Póstigo; fue presentada a la Entidad como 
parte de la oferta.  

 

• Asimismo, de la valoración conjunta y razonada de lo declarado por la misma 
Universidad del Pacífico, se concluyó que dicho documento es falso.  

 

• Respecto al extremo de presentación de información inexacta contenida en 
la Constancia del 6 de agosto de 2014, se verificó a partir de la información 
remitida por la Universidad del Pacífico sobre los talleres dictados por el 
señor Oyarce Póstigo, que se advirtió que la aludida constancia tenía 
información contraria a la realidad; sin embargo, dado que la designación de 
los docentes era responsabilidad del contratista al inicio de la prestación del 
servicio y no al formular la oferta, se determinó que dicho documento no le 
generaba ningún beneficio o ventaja en el procedimiento de selección, 
aspecto requerido para que se configure la infracción imputada.  
 

2. A través del escrito s/n, presentado el 3 de febrero de 2021 ante la Mesa de Partes 
del Tribunal de Contrataciones del Estado, en adelante el Tribunal, la 
UNIVERSIDAD SAN IGNACIO DE LOYOLA S.A. en adelante el Impugnante, presentó 
recurso de reconsideración contra la Resolución N° 0272-2021-TCE-S4 del 28 de 
enero de 2021, argumentando lo siguiente: 

• En la resolución impugnada no se ha motivado adecuadamente por qué la 
notificación de cargos se efectuó correctamente, ya que de la lectura del 
Decreto no era posible identificar qué extremo de la Constancia configuraba 
la infracción por presentar documentación falsa o adulterada, y qué extremo 
configuraba la infracción por presentación de información inexacta. 
Además, no se habría señalado cuáles eran los hechos que podían sustentar 
que la Constancia no fue emitida por la Universidad del Pacífico, no fue 
firmada por quien aparece como su suscriptor, o que, habiendo sido emitida 
por la Universidad del Pacífico, fue modificada en su contenido.  
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El Impugnante estima que ello constituye una transgresión a los principios y 

normas que rigen la actuación de la Administración Pública, y, en especial, 

los que rigen la potestad sancionadora, en cuanto a los principios de 

legalidad y del debido procedimiento. 

 

• Considera que no se han valorado adecuadamente los medios probatorios 
obrantes en el expediente. Refiere que las declaraciones brindadas por la 
Universidad del Pacífico hasta en tres (3) oportunidades, daban cuenta que 
el documento contenía información inexacta, sin embargo, en la cuarta 
comunicación que emitió a requerimiento del Tribunal, la misma señala que 
es imposible preservar documentación luego de casi diez años después de 
que el señor Oyarce concluyó la relación laboral con la Universidad, lo que 
evidenciaría que la Universidad del Pacífico no está en capacidad de 
acreditar de forma fehaciente que no ha emitido la Constancia. 
  

• Adjuntó como nueva prueba el Laudo emitido en el marco del proceso 
arbitral iniciado por el Impugnante, a fin de que se declare la invalidez e 
ineficacia de la Resolución de Superintendencia Nº 308-2016/SUNAT de 
fecha 23 de noviembre de 2016 que declaró la nulidad de oficio del contrato 
suscrito entre el Impugnante y la Entidad.  
 

Refiere que en dicho laudo se verifica que la Universidad San Ignacio de 

Loyola presentó una constancia inexacta y que, consecuentemente, infringió 

el principio de presunción de veracidad, lo que reafirma su posición, en el 

sentido que el procedimiento debe versar únicamente sobre información 

inexacta, la que, al no representar ventaja o beneficio durante el 

procedimiento, determina la inexistencia de responsabilidad administrativa 

de parte de la impugnante.  

 

3. Mediante escrito del 4 de febrero de 2021, el Impugnante adjuntó el Laudo 
emitido en el marco del procedimiento de selección, a fin de que el mismo sea 
valorado oportunamente. 
 

4. Por Decreto del 8 de febrero de 2021, se puso a disposición de la Cuarta Sala del 
Tribunal el recurso de reconsideración presentado por el Impugnante, se 
programó audiencia pública para el 15 del mismo mes y año, la cual se llevó a cabo 
con la participación del Impugnante; asimismo, se dejó a consideración de la Sala 
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la documentación adicional remitida, consistente en el Laudo adjunto a su escrito 
de fecha 4 de febrero del mismo año. 

 
 
II. FUNDAMENTACIÓN: 

 
 

1. Es materia del presente análisis, el recurso de reconsideración interpuesto por el 
Impugnante, contra lo dispuesto en la Resolución N° 0272-2021-TCE-S4 del 28 de 
enero de 2021, mediante la cual se le sancionó por un periodo de treinta y seis 
(36) meses de inhabilitación temporal en su derecho de participar en 
procedimientos de selección y contratar con el Estado, por su responsabilidad al 
haber presentado documentación falsa, como parte de su oferta, en el marco del 
procedimiento de selección; infracción administrativa tipificada en el literal i) del 
numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada 
mediante la Ley N° 30225. 
 
 

2. Al respecto, debe destacarse que todo acto administrativo goza, por principio, de 
la presunción de validez. En ese contexto, el objeto de un recurso de 
reconsideración no es que vuelva a reeditarse el procedimiento administrativo 
que llevó a emitir la resolución recurrida, pues ello implicaría que el trámite de 
dicho recurso merezca otros plazos y etapas. Lo que busca la interposición de un 
recurso, que es sometido al mismo órgano que adoptó la decisión impugnada, es 
advertirle de alguna deficiencia que haya tenido incidencia en su decisión, 
presentándole, para tal fin, elementos que no tuvo en consideración al momento 
de resolver.  

 
 

3. Si bien, un recurso de reconsideración presentado contra una resolución emitida 
por instancia única no requiere de una nueva prueba, igualmente resulta 
necesario que se le indique a la autoridad cuya actuación se invoca nuevamente, 
cuáles son los elementos que ameriten cambiar el sentido de lo decidido (e incluso 
dejar sin efecto un acto administrativo premunido, en principio, de la presunción 
de validez), lo que supone algo más que una reiteración de los mismos argumentos 
que esencialmente fueron expuestos y evaluados durante el trámite que dio 
origen a la resolución impugnada. 
 



 
 
 
 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 563-2021-TCE-S4 

 
 

Página 5 de 22 
 
 

Sobre la procedencia del recurso de reconsideración 

 

4. El recurso de reconsideración en los procedimientos administrativos 
sancionadores a cargo del Tribunal se encuentra regulado en el artículo 269 del 
Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado N° 30225, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 344-2018-EF. A tenor de lo dispuesto en el citado artículo, 
dicho recurso debe ser interpuesto dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 
de notificada la resolución que impone la sanción y resuelto en el término de 
quince (15) días hábiles improrrogables a partir de su presentación sin 
observaciones o de la subsanación respectiva. 

 
5. En ese sentido, de forma previa al análisis sustancial de los argumentos planteados 

por el recurrente, este Colegiado debe analizar si el recurso materia de estudio fue 
interpuesto oportunamente; es decir, dentro del plazo señalado en la normativa 
precitada. 

 
6. Atendiendo a la norma antes glosada, así como de la revisión de la documentación 

obrante en autos y en el Sistema Electrónico del Tribunal de Contrataciones del 
Estado - SITCE, se aprecia que la Resolución N° 0272-2021-TCE-S4, fue notificada 
al Impugnante el 28 de enero de 2021 a través del Toma Razón Electrónico del 
portal institucional del OSCE. 

 
7. En ese sentido, se advierte que el Impugnante podía interponer válidamente el 

recurso de reconsideración dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, en virtud 
de lo establecido en el artículo 269 del Reglamento, es decir, hasta el 4 de febrero 
de 2021. 

 

8. Por tanto, teniendo en cuenta que el Impugnante interpuso su recurso de 
reconsideración el 3 de febrero de 2021, cumpliendo con todos los requisitos de 
admisibilidad pertinentes, este resulta procedente, por lo cual, corresponde 
realizar el análisis de fondo respecto de los asuntos cuestionados. 
 
Sobre los argumentos de la reconsideración 

 
9. En principio, cabe indicar que los recursos administrativos son mecanismos de 

revisión de actos administrativos1. En el caso específico del recurso de 
 

1  GUZMÁN NAPURÍ, Christian. Manual Del Procedimiento Administrativo General. Pacífico Editores, 
Lima, 2013. Pág. 605. 
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reconsideración, lo que el administrado requiere es la revisión de la decisión ya 
adoptada, por parte de la misma autoridad que emitió el acto que impugna. Para 
tal efecto, el administrado somete a consideración de esa autoridad los nuevos 
elementos que considera atendibles y suficientes para revertir el sentido de la 
decisión adoptada. 
 
En ese sentido, el recurso de reconsideración tiene por objeto que se revoque, 

reforme o sustituya un acto administrativo, con tal fin los administrados deben 

refutar los argumentos que motivaron la expedición o emisión de dicho acto, 

ofreciendo elementos de convicción que respalden sus alegaciones a efectos que 

el órgano emisor pueda reexaminar el acto recurrido.  

 

Recordemos que “si la administración adopta una decisión lo lógico es que la 

mantenga, a no ser que excepcionalmente se aporten nuevos elementos, a la vista 

de los cuales se resuelva rectificar lo decidido (…)2”. En efecto, ya sea que el órgano 

emisor del acto recurrido no haya valorado algún elemento con el cual no se 

contaba al momento de la expedición de dicho acto o que haya existido un error 

en la valoración fáctica y jurídica al momento de emitir el mismo, lo cierto es que 

en ambos casos, los argumentos planteados por el recurrente estarán orientados 

exclusivamente a cuestionar el acto administrativo previamente emitido, en base 

al cual se efectuará el examen, lo que supone algo más que una reiteración de los 

mismos argumentos que esencialmente fueron expuestos y evaluados durante el 

trámite que dio origen a la recurrida.  

 

Bajo dicha premisa, corresponde evaluar, en función de los argumentos y/o 

instrumentales aportados por el Impugnante en su recurso, si existen nuevos 

elementos de juicio que generen convicción en este Colegiado a efectos de revertir 

la sanción impuesta a través de la resolución impugnada. Debe destacarse que 

todo acto administrativo goza, por principio, de la presunción de validez. En tal 

sentido, a continuación, se procederá a evaluar los elementos aportados por dicho 

administrado, a efectos de determinar si existe sustento suficiente para revertir, 

como pretende, el sentido de la decisión adoptada. 

 

 
2  GORDILLO, Agustín. Tratado de derecho administrativo y obras selectas. 11ª edición. Buenos Aires, 

2016. Tomo 4. Pág. 443. 
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10. Con dicha finalidad, teniendo en consideración que la sanción impuesta obedeció 
a que el Impugnante presentó documentación falsa, corresponde verificar si se 
han aportado elementos de convicción en el recurso y escrito de fecha 4 de 
febrero de 2021, que ameriten dejar sin efecto lo dispuesto en la recurrida.   
 
Respecto de la supuesta transgresión a los principios de legalidad y debido 
procedimiento en el inicio del procedimiento administrativo sancionador 
 

11. El Impugnante refiere que no se ha motivado adecuadamente el inicio del 
procedimiento administrativo sancionador, ya que de la lectura del Decreto no era 
posible identificar qué extremo de la Constancia configuraba la infracción por 
presentar documentación falsa o adulterada, y qué extremo configuraba la 
infracción por presentar información inexacta. 
 
Refiere que el Tribunal, al analizar este aspecto, concluyó únicamente que se 
cumplieron todos los elementos establecidos en el numeral 3 del artículo 254.1 
del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado mediante Decreto Supremo No. 004-2019-JUS, en adelante el TUO de la 
LPAG; lo cual trasgrede los principios de legalidad y del debido procedimiento, y 
le genera una situación de indefensión pues no se contaba con elementos para 
ejercer una adecuada defensa. 

 

12. Al respecto, cabe recordar que el numeral 3 del artículo 254 del TUO de la LPAG 
establece lo siguiente: 

“(…) 

Artículo 254.- Caracteres del procedimiento sancionador 

254.1 Para el ejercicio de la potestad sancionadora se requiere 

obligatoriamente haber seguido el procedimiento legal o 

reglamentariamente establecido caracterizado por: 

(…) 

3. Notificar a los administrados los hechos que se le imputen a título 

de cargo, la calificación de las infracciones que tales hechos pueden 

constituir y la expresión de las sanciones que, en su caso, se le pudiera 
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imponer, así como la autoridad competente para imponer la sanción 

y la norma que atribuya tal competencia. 

(…)”.  

 

Así también, se debe tener presente que el numeral 3 del artículo 255 del TUO de 

la LPAG, establece lo siguiente:  

“(…) 

Artículo 255.- Procedimiento sancionador 

Las entidades en el ejercicio de su potestad sancionadora se ciñen a las 

siguientes disposiciones: 

(…) 

3. Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad 

instructora del procedimiento formula la respectiva notificación de 

cargo al posible sancionado, la que debe contener los datos a que se 

refiere el numeral 3 del artículo precedente para que presente sus 

descargos por escrito en un plazo que no podrá ser inferior a cinco días 

hábiles contados a partir de la fecha de notificación. 

(…)”.  

 

Aunado a ello, se debe tener en cuenta que los literales a) y f) del artículo 260 del 

Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado por Decreto 

Supremo Nº 344-2018-EF, establecen lo siguiente: 

“(…) 

Artículo 260. Procedimiento sancionador 

El Tribunal tramita los procedimientos sancionadores bajo las 

siguientes reglas: 
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a) Interpuesta la denuncia o petición motivada o una vez abierto 
el expediente sancionador, el Tribunal tiene un plazo de diez 
(10) días hábiles para realizar la evaluación correspondiente. 
De encontrar indicios suficientes de la comisión de la 
infracción, se emite el decreto de inicio de procedimiento 
administrativo sancionador 

(…) 

f)    Iniciado el procedimiento sancionador, el Tribunal notifica al 

proveedor, para que ejerza su derecho de defensa dentro de los 

diez (10) días hábiles siguientes de la notificación, bajo 

apercibimiento de resolverse con la documentación contenida 

en el expediente. En este acto, el emplazado puede solicitar el 

uso de la palabra en audiencia pública. 

(…)”. 

 

13. De la lectura de los citados dispositivos se advierte que, decidido el inicio del 
procedimiento administrativo sancionador, correspondía al Tribunal notificar al 
Impugnante las imputaciones en su contra, otorgándole diez (10) días hábiles, 
desde la notificación, a efectos que formule sus descargos. 

 
La citada notificación debía contener cierta información mínima: (i) los hechos que 
se le imputen a título de cargo la calificación de las infracciones que tales hechos 
pueden construir y (ii) la expresión de las sanciones que, en su caso, se le pudiera 
imponer, así como (iii) la autoridad competente para imponer la sanción y la norma 
que atribuya tal competencia. 

 
Ahora bien, cabe tener en cuenta que los indicios que justificaron el inicio del 
procedimiento administrativo sancionador se encontraban detallados tanto en el 
decreto que dispuso dicho el inicio, como en los adjuntos, entre ellos, la denuncia 
presentada por la Entidad, mediante Escrito N° 01 e Informe N° 6-2017-
SUNAT/8B13002 presentados el 7 de mayo de 2018 ante el Tribunal.  

 
14. En ese sentido, el Decreto N° 400250 del 24 de setiembre de 2020 hace mención 

expresa a los hechos que sustentan la imputación de cargos. Es así que en él se 
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reproduce, entre otra información, lo indicado por la Universidad del Pacífico 
(como supuesto emisor del documento cuestionado) en la Carta N° 372-
2016.SEG/UP de fecha 27 de junio de 2016 y la Carta N° 379-2016.SEG/UP de fecha 
6 de julio de 2016. Dichas misivas expresan, en suma, lo siguiente: 
 
 

• La información que obra en la “Constancia” de fecha 6 de agosto de 2014, 
a favor del señor Manuel Fabián Oyarce Póstigo, no se condice con aquella 
que obra en los archivos de la Universidad. 

 

• Los talleres desarrollados por el señor Manuel Fabián Oyarce Póstigo con 
la Universidad del Pacífico, no se condicen con los cursos indicados en las 
constancias cuestionadas.  

 
15. Por tal razón, con el objeto de esclarecer si la constancia de fecha 6 de agosto de 

2014 (emitida supuestamente por Miguel Ricardo Bravo Tantaleán en calidad de 
Gerente de la Universidad del Pacífico) presentada por el Impugnante en su oferta, 
es falsa o adulterada, o si, habiendo sido emitida por la Universidad del Pacífico, 
contenía información inexacta, se dio inicio al procedimiento administrativo 
sancionador. 
 
Para tal efecto, en el decreto de inicio del procedimiento, se imputó al Impugnante 
que su propuesta contendría documentación presuntamente falsa o adulterada o 
información inexacta, actuaciones tipificadas como infracción administrativa en 
los literales h) e i) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley de Contrataciones del 
Estado, Ley Nº 30225 Ley. 
 
Asimismo, en el decreto de inicio del procedimiento, se precisó que en caso de 
incurrir en la infracción contemplada en el literal h), la sanción aplicable sería de 
inhabilitación temporal por un periodo no menor de tres (3) meses ni mayor de 
treinta y seis (36) meses, y, en caso de incurrir en la infracción contemplada en el 
literal i), la sanción aplicable sería de inhabilitación temporal por un período no 
menor de treinta y seis (36) meses ni mayor de sesenta (60) meses, o de 
inhabilitación definitiva, según corresponda, para participar en procedimientos de 
selección, procedimientos para implementar o mantener Catálogos Electrónicos 
de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado. En caso de incurrir en más de una 
infracción en el mismo procedimiento de selección y/o en la ejecución de un 
mismo contrato, la sanción que resulte mayor. 
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16. Finalmente, se indicó que, de conformidad con el numeral 219.1 del artículo 219 
del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado con Decreto 
Supremo N° 350-2015-EF, la facultad de imponer las sanciones a proveedores, 
participantes, postores y, contratistas y/o subcontratistas, según corresponda, así 
como a las Entidades cuando actúen como tales, por infracción a las disposiciones 
contenidas en la Ley y el Reglamento, reside exclusivamente en el Tribunal de 
Contrataciones del Estado. 
 

17. En ese contexto, se advierte que el inicio del presente procedimiento 
administrativo sancionador cumplió con todos los requisitos de validez, 
incluyendo la explicación de las razones que, a nivel de indicios, determinaron la 
decisión del Tribunal, respetándose el principio del debido procedimiento 
regulado en el TUO de la LPAG. En virtud de ello, corresponde desestimar los 
cuestionamientos formulados por el Impugnante, en este extremo, más aún si 
exigir mayores detalles o precisiones excede lo requerido en el artículo 260 del 
reglamento, imponiendo una carga excesiva a la administración que el cuerpo 
legal antes citado no exige. 
 

18. Sin perjuicio de lo señalado, en la audiencia pública convocada por este Colegiado 
con motivo del recurso de reconsideración, el Impugnante refiere que su defensa 
estuvo dirigida a cuestionar la supuesta presentación de información inexacta por 
así precisarlo los medios probatorios adjuntos a la denuncia, y, no documentación 
falsa o adulterada, situación que los ha dejado en indefensión. 

 
Sin embargo, este Colegiado encuentra impertinente pronunciarse sobre la 
estrategia de defensa del Impugnante dirigida principalmente a rebatir la supuesta 
inexactitud del documento cuestionado y no la posible falsedad, pues ello 
corresponde exclusivamente a la forma en que cada administrado ejerce su 
derecho de defensa. 
 
Lo cierto es que, como ya se ha referido, desde el inicio del presente 
procedimiento sancionador, ambas conductas (la supuesta presentación de 
documentación falsa o la presentación de información inexacta) fueron imputadas 
como posibles infracciones administrativas del Impugnante, con el objeto que 
pueda ejercer su derecho de defensa, a la luz de los que, en ese momento, se 
consideraban los indicios de haber cometido infracción. 
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19. Sin perjuicio de ello, cabe tener en cuenta que el artículo 260 del Reglamento de 
la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado con Decreto Supremo Nº 344-2018-
EF, establece en su literal g) lo siguiente: 

 
“(…) 
Artículo 260. Procedimiento sancionador 

El Tribunal tramita los procedimientos sancionadores bajo las 

siguientes reglas: 

(…) 

g) Vencido el indicado plazo, y con el respectivo descargo o sin este, 

el expediente se remite a la Sala correspondiente del Tribunal, en 

un plazo no mayor de diez (10) días hábiles. La Sala puede realizar 

de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los 

hechos, recabando la información que sea relevante para, de ser 

el caso, determinar la existencia de responsabilidad susceptible 

de sanción. 

 (…)” 

(el resaltado es nuestro). 

 
20. En este contexto, el Colegiado, mediante decreto de 10 de diciembre de 2020, 

requirió a la Universidad del Pacífico: i) que confirme expresa y concretamente si 
emitió la Constancia cuestionada a favor del señor Manuel Fabián Oyarce Postigo; 
ii) que, de forma clara y precisa, indique si la información contenida en la 
constancia es veraz, o ha sido adulterada en su contenido; así también, iii) se sirva 
remitir copia de la constancia o constancias que emitió al señor Manuel Fabián 
Oyarce Póstigo, por haberse desempeñado como docente, donde conste la 
relación de cursos dictados por aquél. 
 

21. Dicho requerimiento de información no fue confidencial o reservado en el 
procedimiento, por lo cual no pudo colocar en situación de indefensión al 
impugnante. Así, del Sistema Informático del Tribunal de Contrataciones del 
Estado - SITCE se aprecia que fue publicado desde el 10 de diciembre del 2020, 
mucho tiempo antes que se expida la resolución impugnada: 
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22. Cabe también tener en cuenta que, en uso de su derecho de defensa, el 

Impugnante, con escrito de fecha 7 de enero de 20213, efectuó su descargo 
respecto de la respuesta formulada por la Universidad del Pacífico, lo cual fue 
merituado al momento de emitirse la resolución impugnada. El Impugnante, en su 
oportunidad, sobre el cuestionamiento de falsedad, precisó lo siguiente:  
  

“(…) 
 
3. De esta forma, en base a lo indicado en los numerales 1) y 2) 
precedentes, la UP no ha confirmado de forma expresa y concreta 
-ni acreditado, valga la precisión- que (i) la Constancia es falsa, por 
no haber sido emitida por la UP, o (ii) la Constancia ha sido 
adulterada, por haber sido presentada ante la SUNAT con un 
contenido distinto al que fue originalmente emitido.  
 
4. Entonces, ¿a qué se refiere la UP cuando señala que “la 
constancia presentada no es veraz”?  
Sin lugar a dudas, la UP no se refiere a un supuesto de falsedad o 
adulteración de documentos. 
Esta afirmación es muy fácil de corroborar por los siguientes 
fundamentos: 
 
(…) 

 
3  Véase de folios 568 a 571. 
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4.2. Por otra parte, la afirmación de la UP en el sentido de que 
“la constancia presentada no es veraz” no debería analizarse 
como una declaración independiente y aislada pues 
necesariamente debe ser leída a la luz de las declaraciones 
efectuadas por la propia UP en el marco del intercambio de 
comunicaciones que llevó a cabo dicha entidad con SUNAT y que 
obran en el Expediente. 
Como ya hemos acreditado anteriormente, en tales 
declaraciones la UP concluye de forma puntual y expresa que el 
contenido de la Constancia no es exacto. La UP no ha afirmado 
ni acreditado en ninguna oportunidad que la Constancia es falsa 
o adulterada. 

 
(…) 
 
5. De esta manera, teniendo en cuenta que el objeto del 
Requerimiento de Información era recabar elementos que permitan 
determinar si en el presente procedimiento administrativo 
sancionador podría imputarse a USIL responsabilidad 
administrativa por la presentación de documentación falsa o 
adulterada, ha quedado plenamente acreditado que tales 
elementos no existen o no se han verificado fehacientemente. 
 
(…)” 

 
23. En función de lo planteado por el Impugnante, resulta necesario traer a colación 

lo señalado por Guzmán Napuri4 sobre el principio de legalidad, quien lo define de 
la siguiente manera: 

 
“(…) el principio de legalidad en el ámbito del derecho 
administrativo sancionador implica que “solo por norma con rango 
de ley cabe atribuir a las entidades administrativas la potestad 
sancionadora y la consiguiente previsión de las consecuencias 
administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a un 
administrado. 
(…)”. 

 
4  Derecho Administrativo Sancionador, Editorial Instituto Pacífico, Pág. 308, Primera Edición – 

Setiembre 2017.  
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24. De otro lado, el numeral 1.2. del artículo IV del TUO de la LPAG señala respecto 
del Principio del debido procedimiento que los administrados gozan de los 
derechos y garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales 
derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo mas no limitativo, los 
derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos 
imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios; a 
ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; 
a obtener una decisión motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad 
competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las decisiones que los afecten.  

 
25. De los hechos reseñados, no se aprecia en qué medida el actuar del Tribunal ha 

transgredido los mencionados principios, dado que su actuación se ciñó a lo 
establecido en la Ley Nº 30225, Reglamento de la Ley de Contrataciones aprobado 
mediante Decreto Supremo Nº 344-2018-EF y el TUO de la LPAG aprobado 
mediante Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 

 
26. Cabe resaltar que el Impugnante ha sido debidamente notificado con todos y cada 

uno de los documentos emitidos y recabados a lo largo del procedimiento; ha 
podido acceder a la totalidad de las actuaciones que se han realizado en el 
procedimiento (información que se encuentran a su disposición en el toma razón 
electrónico respecto del cual posee usuario y contraseña), ha refutado los cargos 
imputados y los medios de prueba que sirvieron como sustento del inicio del 
procedimiento, así como los recabados de oficio por el Tribunal; ha expuesto 
argumentos en audiencia; ha ofrecido y producido pruebas a lo largo del 
procedimiento; ha obtenido una decisión motivada y fundada en derecho, emitida 
por autoridad competente, y en un plazo razonable (la Resolución Nº 0272-2021-
TCE-S4); y, ha ejercido su derecho a impugnar lo decidido por este Colegiado. 
 
Por tanto, los cuestionamientos formulados por el Impugnante, en este extremo, 
deben desestimarse.  
 

En relación a que no se ha valorado adecuadamente los medios probatorios 

obrantes en el expediente. 

 
27. El Impugnante manifiesta que no se han valorado adecuadamente los medios 

probatorios obrantes en el expediente, pues las declaraciones brindadas por la 
Universidad del Pacífico, hasta en tres (3) oportunidades, daban cuenta que el 
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documento contenía información inexacta; sin embargo, en la cuarta 
comunicación emitida por la Universidad del Pacífico, esta vez a solicitud del 
Tribunal, ahora señala que es imposible preservar documentación luego de casi 
diez años después de que el señor Oyarce concluyó la relación laboral con la 
Universidad. 
 
Por ello considera que la Universidad del Pacífico no está en capacidad de acreditar 
de forma fehaciente que no ha emitido la Constancia, lo cual no ha sido merituado. 
 

28. Al respecto, como cuestión preliminar, debe precisarse que si bien en el 
expediente obran los informes remitidos por la Entidad que dan cuenta de las 
respuestas que ésta obtuvo a las inquietudes formuladas respecto del certificado 
cuestionado (lo cual dio mérito al inicio del presente procedimiento), el Colegiado, 
con el fin de obtener un mayor grado de claridad, consideró pertinente requerir 
directamente información a la Universidad del Pacífico.  
 
Por tal motivo, a fin de absolver el cuestionamiento formulado por el Impugnante, 
se considera pertinente mostrar la última comunicación remitida por la 
Universidad del Pacífico: 
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29. Dicha respuesta da cuenta de información que este Colegiado no puede soslayar: 
 

• La Universidad del Pacífico no pudo emitir la constancia de trabajo 
cuestionada (cuyo año de emisión es el 2014), pues la relación laboral con el 
docente concluyó en el año 2010. 

• La constancia cuestionada no es veraz. 

• Los representantes de la Universidad no son peritos para afirmar alguna 
adulteración en el documento o cambios. 

• Por los años transcurridos (10 años) no conservan documentación respecto 
de las constancias que sí se emitió al docente (el señor Oyarce).  

  

30. Ahora bien, el Impugnante sostiene que la Universidad del Pacífico al ser 
consultada, no niega en forma rotunda y total haberla emitido, sino que por el 
contrario, cuando señala que es imposible preservar documentación después de 
diez años, en relación a las constancias que emite, la universidad no estaría en 
capacidad de acreditar de forma fehaciente que no ha emitido la Constancia, lo 
que no ha sido valorado.  

 
31. En relación a ello, el Impugnante no tiene en cuenta que el Tribunal debe valorar 

la información proporcionada por la Universidad del Pacífico de forma conjunta y 
razonada, en el contexto en que le fueron formuladas las consultas [ver 
fundamento 20]. 

 
Es así, que lo indicado por la Universidad del Pacífico respecto de no contar con 
información después de 10 años, constituye la respuesta al extremo del 
requerimiento del Colegiado referido al pedido de remitir las constancias que sí 
emitió al señor Manuel Fabián Oyarce Póstigo, por haberse desempeñado como 
docente y donde conste la relación de cursos dictados.  
 
En tal sentido, esta afirmación de la Universidad del Pacífico no puede 
extrapolarse y, a partir de ella, asumir que no se cuenta con información de si se 
emitió o no la constancia cuestionada.  
 
Por ello, el no tener documentos o copias en físico, no determina que no pueda 
conocerse si se expidió o no un documento. 
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Por ejemplo, del expediente se aprecia que, en el marco de la fiscalización 
posterior realizada por la Entidad, la Universidad del Pacífico absolvió consultas 
inclusive de documentos más antiguos que el certificado cuestionado. Ello se 
aprecia del Informe N° 6-2017-SUNAT/8B13002 remitido por la Entidad. Así se 
advierte, por ejemplo, respecto de la experiencia del Docente Rigoberto Maya 
Flores (se confirma información desde 1994) y del docente Elber Enrique Bravo 
Oyarce (se confirma información desde el 2007). 
 
Lo descrito, corrobora que lo interpretado por el Impugnante en su recurso, no 
tiene asidero.  

 
32. En este punto, debe resaltarse que la valoración del Colegiado a la información 

obrante en el expediente, se ha realizado de forma conjunta. El hecho de haberse 
requerido mayor información a la Universidad del Pacífico, sin perjuicio de 
evidenciar el ejercicio de una potestad del colegiado en su búsqueda de obtener 
la verdad material, no implica desconocer u obviar las respuestas anteriores 
formuladas por dicha casa de estudios. 
 
Sin embargo, a criterio del Colegiado, las respuestas obtenidas por la Entidad 
denunciante de la Universidad del Pacífico, no resultaban suficientes para 
esclarecer los hechos, al requerirse un mayor grado de precisión respecto de la 
posible falsedad del documento.  
 
Por tanto, el análisis efectuado por el Colegiado en la resolución recurrida, 
finalmente se basó en la información remitida por la Universidad del Pacífico 
mediante las cuatro cartas aludidas en el expediente administrativo, las mismas 
que se detallan a continuación: 

 
 

i. Carta N° 372-2016.SEG/UP5 de fecha 27 de junio del 2016, señala 
textualmente “(…) la información consignada en el referido documento no 
se condice con aquella que obra en los archivos de esta casa de estudios”. 
 

ii. Carta N° 379-2016.SEG/UP6 del 6 de julio de 2016, mediante la cual se 
comunicó que, según la información que obra en los archivos de la 
Universidad del Pacífico, el Sr. Oyarce dictó los talleres de "Integración", 

 
5  Véase a folio 116 (anverso y reverso) del expediente administrativo. 
6  Véase a folio 111 y 112 del expediente administrativo. 
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"Inteligencia Emocional”, "Calidad de Atención al Usuario" y "Comunicación 
y Trabajo en Equipo" ofrecidos por el Centro de Educación Ejecutiva de esa 
casa de estudios, más no así, cursos de desarrollo de habilidades directivas, 
procedimiento administrativos en el sector público y desarrollo del factor 
humano, que eran los cursos detallados en la Constancia cuestionada. 

 

iii. Carta N° 504-2016.SEG/UP7 del 15 de agosto de 2016, mediante la cual se 
comunicó lo siguiente: “(…) el Sr. Manuel Fabián Oyarce Póstigo se 
desempeñó como docente de referidos talleres (véase carta N° 379-
2016.SEG/UP) desde el 5 de setiembre de 2008 hasta el 23 de enero de 2010 
(…)”.  
 

iv. Escrito s/n presentado el 22 de diciembre de 20208 al Tribunal, que señala 
textualmente lo siguiente: 

 
“(…) 
 
Al respecto, le informo que el Sr. Manuel Fabián Oyarce 
Póstigo terminó su relación contractual con la Universidad en 
marzo de 2010, por lo que es materialmente imposible que se 
le hubiera otorgado la constancia cuya copia se ha remitido a 
la Universidad.  
En tal sentido, la constancia presentada no es veraz. 
 
(…)” 
 
(el resaltado es nuestro) 

 
 
33. En atención a los argumentos esbozados, el Colegiado considera que no 

corresponde acoger el cuestionamiento planteado por el Impugnante, en este 
extremo.  
 
 
 

 
7  Véase a folio 107 del expediente administrativo. 
8  Véase a folio 566 del expediente administrativo digitalizado. 
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Respecto al Laudo arbitral emitido con motivo de la solicitud de invalidez e 

ineficacia de la Resolución de Superintendencia Nº 308-2016/SUNAT de fecha 23 

de noviembre de 2016, en virtud de la cual se declaró la nulidad de oficio del 

contrato suscrito entre el impugnante y la Entidad.  

 
34. El Impugnante adjunta el laudo que resolvió la controversia entre la Entidad y el 

Impugnante, sobre la decisión de la Entidad de declarar la nulidad del contrato 
debido a la presentación en la oferta de la constancia cuestionada.  
 

Refiere el Impugnante que en dicho laudo, se concluye que la Universidad San 

Ignacio de Loyola presentó una constancia inexacta, lo que reafirma su posición 

en el sentido que el procedimiento sancionador debió versar únicamente sobre 

información inexacta, por lo que no habiéndole representado ventaja o beneficio 

alguno durante el procedimiento, debería declararse la inexistencia de 

responsabilidad administrativa.  

 

35. Al respecto, resulta necesario precisar que, tal como consta de la siguiente 
imagen, el Tribunal Arbitral que emitió el Laudo Arbitral de Derecho de fecha 7 de 
marzo de 2018, contenido en la Resolución Nº 15 del Expediente Nº 001-2017, 
analizó únicamente la Carta N° 372-2016.SEG/UP de fecha 27 de junio del 2016, 
documento con el que concluyó sobre la presentación de información inexacta y 
no de la presentación de documentación falsa o adulterada: 
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36. En tal sentido, se aprecia que los medios probatorios e información analizada en 
el arbitraje cuyo laudo ha sido presentado al Colegiado, no coincide con lo actuado 
e información obtenida por este Tribunal, por lo cual las conclusiones arribadas en 
dicho laudo no pueden considerarse para la emisión del presente 
pronunciamiento.  
 

37. Por lo expuesto, atendiendo a que en el recurso de reconsideración no se ha 
aportado elementos de juicio por cuya virtud deba modificarse la decisión que se 
adoptó en la resolución recurrida ni se han desvirtuado los argumentos expuestos 
por los cuales fue sancionada la empresa Impugnante; corresponde declarar 
infundado el recurso interpuesto, confirmándose todos los extremos de la 
Resolución N° 0272-2021-TCE-S4 del 28 de enero de 2021 y, por su efecto, deberá 
ejecutarse la garantía presentada para la interposición del recurso de 
reconsideración; debiendo disponer que la Secretaría del Tribunal registre la 
sanción en el módulo informático correspondiente. 
 
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Víctor 

Villanueva Sandoval y la intervención de los vocales Paola Saavedra Alburqueque y 
Steven Aníbal Flores Olivera, atendiendo a la conformación de la Cuarta Sala del Tribunal 
de Contrataciones del Estado, y atendiendo a lo dispuesto en la Resolución N° 056-2020-
OSCE/PRE del 30 de abril de 2020, publicada el 2 de mayo del mismo año en el Diario 
Oficial El Peruano, en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 59 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, vigente a partir 
del 14 de marzo de 2019, y los artículos 20 y 21 del Reglamento de Organización y 
Funciones del OSCE, aprobado por Decreto Supremo N° 076-2016-EF del 7 de abril de 
2016, analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por 
unanimidad;  
 
LA SALA RESUELVE: 

 
1. Declarar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa 

UNIVERSIDAD SAN IGNACIO DE LOYOLA S.A., con R.U.C. N° 20297868790, contra 
la Resolución N° 0272-2021-TCE-S4 del 28 de enero de 2021, la cual se confirma 
en todos sus extremos de fondo.  
 

2. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Secretaría del Tribunal para 
su registro en el módulo informático correspondiente. 
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3. Ejecutar la garantía presentada por la interposición del recurso de 
reconsideración. 
 

4. Dar por agotada la vía administrativa y archivar el presente expediente. 
 

 
 
 

 
PRESIDENTE 

 
 
 
                   
 

 
VOCAL                                            VOCAL 

 
 
 
ss. 
Villanueva Sandoval. 
Saavedra Alburqueque. 
Flores Olivera 

 
 

 
 


